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PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

10 apuntes

(1). Si para el próximo 31 de diciembre el Gobierno Vasco no presenta ante el Parlamento el Proyecto de Presupuestos para el ejercicio 2001,  automáticamente operaría la prórroga durante el año 2001 de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2000.

(2). Esta decisión -importante, sin duda-, puede tener implicaciones o consecuencias distintas de las estrictamente presupuestarias o socio-económicas. 

(3). ¿Por qué decimos esto? en primer término, porque lo que podríamos denominar “gestión ordinaria”, la actuación normal y habitual, el día a día de la Administración Vasca, en definitiva, los compromisos que en el ejercicio de sus competencias tiene contraídos el Gobierno Vasco con la sociedad vasca, están absolutamente garantizados.

Estamos hablando del correcto y buen funcionamiento, y, por descontado, de la adecuada y suficiente financiación, de la Sanidad Pública, de la Educación, de los Planes de Vivienda, del fomento del Empleo y la Formación, de la cobertura de las prestaciones sociales, etc. 

(4). Además, añadir, en segunda instancia, que las actuaciones propias de este Gobierno, aquellas que quedaron establecidas en el Acuerdo de Coalición, y que contemplan una serie de Planes estratégicos, vertebrales, de carácter Interinstitucional, que se configuran como los elementos definitorios de los objetivos y las políticas de este Gobierno para esta Legislatura, y que se guían por el objetivo último de nuestra convergencia real en Europa, tienen también fijada y garantizada su propia senda financiero-presupuestaria.

(5). A lo largo de este año 2000 se han ido aprobando y poniendo en marcha los citados Planes, englobados en la “Iniciativa Euskadi 2000Tres”. El Plan de Promoción Económica e Industrial; el Plan de Infraestructuras Económicas y Sociales; el Plan de Empleo y Formación; y el Plan de adaptación de Euskadi a la Sociedad de la Información.

(6). Los créditos necesarios para la financiación de todas aquellas actuaciones enmarcadas en la “Iniciativa Euskadi 2000Tres” tienen carácter ampliable, con cargo al crédito global o a remanentes de tesorería, y pueden ser distribuidos por anualidades mediante la creación de los correspondientes créditos de compromiso.

Es decir, que las actuaciones estratégicas, troncales, de este Gobierno tienen ya una senda presupuestaria fijada y una adecuada y suficiente dotación financiera garantizada, también para el próximo año 2001, porque, en términos presupuestarios, la actuación planificadora del Gobierno para la presente Legislatura quedó determinada en el Presupuesto de este año 2000.

(7). A modo de conclusión, puede decirse que los condicionantes o los corsés que en principio podría parecer que presenta un régimen de prórroga presupuestaria, este ejercicio concreto del 2001, van a ser de un menor impacto por las dos razones expuestas.

Porque, a la absoluta normalidad de la gestión ordinaria de la Administración Vasca, viene a añadirse el hecho de que las políticas estructurales concebidas para esta Legislatura tienen ya establecida una adecuada cobertura jurídica y presupuestaria para todo el periodo de su vigencia.

(8). A todo ello hay que agregar, además, las últimas iniciativas anunciadas por el Lehendakari en el Debate de Política General. Iniciativas que también tienen su marco de encaje en los cuatro Planes vertebrales citados, y que obviamente van a tener su correspondiente reflejo presupuestario, ya en el presente ejercicio del 2000, y, claro está, su continuidad a lo largo del plazo de su ejecución.

Estas iniciativas se sitúan, como saben, en dos grandes áreas de actuación: el área de modernización y nuevas tecnologías, por un lado, y por otro, en el ámbito social o socio-económico. 

Por lo que respecta al área de modernización y nuevas tecnologías, las actuaciones previstas son, en síntesis, las siguientes:

· “Internet para todos”, con objeto de promover, impulsar y favorecer el acceso a las nuevas tecnologías de la información.

· “Lanbidenet”, iniciativa destinada a garantizar a los/as ciudadanos/as vascos/as desempleados/as su derecho a la formación y la orientación profesional para su inserción en el mercado laboral y el empleo.
· “Plan Biobask” de apoyo a las biociencias, a fin de impulsar y consolidar la existencia de un nuevo sector industrial, el dedicado a las biociencias y la biotecnología, de gran futuro y alto potencial económico.
En cuanto al apartado netamente social, está configurado por estas iniciativas:

· “Plan Interinstitucional de Apoyo a la Familia”, cuyo objetivo esencial podría resumirse en el acercamiento del sistema de protección de las familias con hijos a los estándares medios existentes en la Unión Europea.

· “Renta Universal”, con la implantación a medio plazo de una “renta universal” cifrada en el 75% del importe del Salario Mínimo Interprofesional, y la integración de otras prestaciones sociales en la misma.
· “Fondo para Revitalización de Zonas Desfavorecidas”, destinado a contribuir, más allá de las políticas sectoriales del Gobierno, a la financiación de actuaciones propias de otras Administraciones para la revitalización de zonas desfavorecidas (promoción económica; suelo y vivienda; empleo, formación e inserción laboral.
(9). Por último, si todo ello lo encuadramos en su contexto, es decir, en la evolución de la economía vasca durante los últimos años y en las previsiones que razonablemente cabe realizar para los próximos, observamos un ciclo de estabilidad, caracterizado por ritmos de crecimiento y de generación de empleo también estables.

Junto a ello, hay que destacar la situación financiero-presupuestaria de la Administración General de Euskadi, que es rigurosa en cuanto al mantenimiento del equilibrio presupuestario y el logro de su progresivo saneamiento. Se trata de que también desde la Administración General de Euskadi se contribuya a la estabilidad macroeconómica general.

Como Gobierno, la conclusión fundamental que alcanzamos a la vista de todo lo dicho es que el objetivo que los/as vascos/as nos habíamos marcado como objetivo a medio plazo, el objetivo colectivo de lograr a medio plazo nuestra convergencia real con los parámetros medios de desarrollo y crecimiento y bienestar y calidad de vida existentes en la Unión Europea, sigue ahí, intacto, a nuestro alcance.

Lo que no puede ser es un objetivo exclusivo del Gobierno o del conjunto de las Administraciones Públicas Vascas, sino que debe serlo de toda la sociedad vasca, de todos/as y cada uno/a de nosotros/as.

(10). Trasladar muy claramente a la opinión pública que una prórroga presupuestaria supone prorrogar un presupuesto, y que esto no significa  en absoluto carecer de  presupuesto.  Vamos a tener presupuestos a pesar de la política obstruccionista y de bloqueo sistemático del PP y del PSOE. Presupuesto riguroso y de progreso.
PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN 

DE LA LEY 7/1994 DE LA ACTIVIDAD 

COMERCIAL
Intervención del Consejero Josu Jon Imaz en el Parlamento Vasco. 10 de noviembre 2000

La Ley 7/1994 de Ordenación de la Actividad Comercial ha permitido una importante modernización de la distribución comercial en nuestra Comunidad Autónoma.  El difícil equilibrio entre el comercio tradicional minorista y las nuevas modalidades de distribución se procuró en base a criterios de planificación del territorio combinados con la exigencia de autorizaciones específicas para los establecimientos comerciales de superficie de venta al público superiores a 2000 m2.

No obstante, las disposiciones de la Ley referidas a grandes establecimientos comerciales, se han revelado notablemente insuficientes en unos tiempos en que el papel estratégico desempeñado por el sector de distribución comercial en las economías desarrolladas y el intenso proceso de modernización y transformación a que está sometido vienen produciendo profundos cambios en la estructura comercial y en sus distintas manifestaciones.

Así, los procesos de globalización de la economía, la importancia del dimensionamiento de la empresa comercial y la adopción de estructuras polimórficas están dando paso a una situación de gran dinamismo empresarial.  Un dinamismo que acelera proyectos de fusión y el desarrollo de nuevas estrategias para el control de los mercados, fundamentalmente a través de la compra de cadenas comerciales existentes y de una política de rápida expansión empresarial.

La actual estrategia de diversificación seguida por estas empresas les ha llevado a competir, no sólo, en grandes superficies, hipermercados, sino también en otros formatos de menor tamaño como supermercados, establecimientos de descuentos ó tiendas de conveniencia.  Estas mismas empresas han ampliado su actividad del sector de alimentación y cotidianos al resto de los sectores de la actividad comercial.  Asimismo, surgen grandes empresas de distribución especializadas en sectores de consumo emergentes como deportes, bricolage, etc...

Estos factores, y la situación por la que atraviesa el sector, plantean una dialéctica enfrentada entre las posturas que abogan por el respeto radical al principio de libertad de mercado y la partidaria del establecimiento de limitaciones al desarrollo de determinados formatos comerciales.

La regulación prevista en el Proyecto de Ley se aborda desde el respeto a dichas bases, con el objetivo último de velar por el mantenimiento de un sistema dual de comercio que garantice, en primer lugar, un equilibrio entre las grandes y pequeñas empresas comerciales; en segundo lugar, una oferta de artículos en condiciones de calidad, variedad y precios; y, por último, la competencia entre empresas evitando situaciones de dominio de mercado.

Atendiendo a las características actuales del sector de la distribución comercial, se modifican los parámetros de definición de gran establecimiento comercial.  Para ello, se tiene en cuenta, por una parte, la relación de la superficie con el entorno poblacional en que se ubica y, por otra parte, la capacidad de determinados establecimientos de condicionar el mercado, independientemente de su superficie de venta, como consecuencia de su pertenencia a empresas que por su tamaño están en condiciones de afectar al funcionamiento de las reglas de mercado.

La nueva regulación pretende ordenar el sector y buscar el equilibrio de mercado entre las pequeñas y grandes empresas de distribución comercial, poniendo en relación la superficie de las nuevas implantaciones con la población a la que atienden. Se establece así una directa relación entre oferta y demanda que se complementa con la determinación de participaciones máximas de cada canal de distribución en las áreas comarcales establecidas.

Este criterio, que regula la adecuación entre la oferta y la demanda en términos que permitan la subsistencia del comercio “tradicional” con el desarrollo de grandes equipamientos comerciales y modernas tipologías, tiene la virtualidad de acotar la participación de cada canal de distribución (pequeño comercio y gran establecimiento comercial) en la satisfacción de la demanda localizada territorialmente, de modo tal que se consigue así la coexistencia de un comercio dual y la mejora de la competitividad de las estructuras comerciales existentes. 

El resultado esperado de una regulación de esta naturaleza no puede ser otro que el de ordenar la expansión de los grandes equipamientos comerciales, buscando así su compatibilidad con los formatos “tradicionales” en unos determinados entornos.  La aparición de grandes formatos comerciales en la periferia de las ciudades puede contribuir a un proceso de pérdida de protagonismo de los centros urbanos, causando un impacto inmediato, no solamente en el ámbito económico o comercial, sino también en el social. Es, por tanto, necesario considerar el papel que ejerce el comercio urbano como un elemento fundamental en la estructuración de nuestros pueblos y ciudades.

El Proyecto de Ley define como gran establecimiento comercial a aquellos comercios minoristas con una superficie de venta al público igual o superior a 400 metros cuadrados, en los que concurran alguna de las circunstancias indicadas en el apartado tercero del artículo único que ha pretendido identificar la condición de gran empresa, utilizando “sensu contrario” la definición de PYME (pequeña y mediana empresa) adoptada por la Comisión Europea en su recomendación de 3 de abril de 1996 actualmente vigente.

Los establecimientos comerciales con una superficie de venta al público inferior a 400 m2 quedan excluidos de solicitar licencia comercial específica por entender que por debajo de dicha superficie difícilmente se puede condicionar la oferta comercial.

Las exclusiones que se realizan referidas a los establecimientos dedicados a la venta y expedición de carburantes y de vehículos automóviles, tienen su justificación, en el primero de los casos, en la tendencia actual, por razones de seguridad, de ubicarlos en las periferias de los municipios y al lado de las vías de comunicación rápidas y, en el segundo caso, por necesidades de superficie de exposición, difícilmente obtenible en los casos urbanos.

La nueva regulación busca también la máxima transparencia en el mercado, estableciéndose obligaciones de comunicación de ciertas operaciones de transmisión de grandes establecimientos comerciales y de modificación y ampliación de ciertos comercios minoristas en régimen de franquicia. 

El proyecto de ley opta, asimismo, por la desestimación presunta de las solicitudes de licencia de gran establecimiento comercial no resueltas y notificadas en tiempo.  Tal alternativa se adopta teniendo presente lo negativo que resultaría para el interés público la hipotética, aunque, difícil, obtención o consecución de licencias contrarias al ordenamiento jurídico.

Por último, la nueva regulación establece una tasa por autorización de grandes establecimientos comerciales fundamentada, principalmente, en el coste que para la Administración comporta el análisis y tramitación de dichas licencias, si no de manera explícita si implícita, el análisis, estudio y valoración de los expedientes de autorización.
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